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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero veintinueve de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-001-2005-00148-01
Acta N° 25 de enero 27 de 2009
Se ocupa la Sala del recurso de apelación que las demandantes propusieron frente a la sentencia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta localidad el 31 de agosto de 2007, en el proceso ordinario de responsabilidad civil contractual que instauraron Ana María Montoya Patiño y María Micaela Mejía de Ordóñez contra la sociedad Transportes San Eugenio S.A., Luis Evelio Pérez Murillo y Seguros del Estado S.A.

ANTECEDENTES
Pidieron las demandantes que se declarara la responsabilidad solidaria de Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio López Murillo por los daños y perjuicios infligidos al patrimonio inmaterial del causante Fernando Ordóñez Mejía, por causa del accidente de tránsito ocurrido el 18 de agosto de 2005 a raíz del cual perdió la vida, y que Seguros del Estado debe responder por los valores a indemnizar hasta concurrencia de la suma asegurada, actualizada a la fecha del pago y con los intereses respectivos desde el “13 de junio de 2005”; que se condenara a los demandados al pago de la indemnización en forma integral de los perjuicios inmateriales de conformidad con lo reglado por el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, concretamente el perjuicio moral y el daño a la vida de relación causados, cada uno en cuantía equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales, las costas del proceso y la correspondiente actualización de las sumas a imponer. 

Los hechos que sirvieron de sustento a lo pedido dicen, en síntesis, que el 18 de agosto de 2003, el señor Fernando Ordóñez Mejía, acompañado de su familia, se movilizaba como pasajero del vehículo de placas UNJ-120, de servicio público, de propiedad de Luis Evelio Pérez Murillo y afiliado a la empresa Transportes San Eugenio S.A., y a las 17:00 horas, en la vía que de Termales de San Vicente lleva a Santa Rosa de Cabal el automotor volcó y causó lesiones a varios pasajeros, entre ellos el señor Ordóñez quien fue trasladado al Hospital de ese municipio y de allí remitido al Universitario San Jorge de Pereira, donde fue admitido a las 20:00 horas de esa noche. El relato siguiente es representativo de las vicisitudes que se presentaron entre esa hora y las 23:20 del 21 de agosto siguiente, instante en que le fue declarada muerte cerebral por la ausencia de reflejos, falta de tensión arterial y frecuencia cardiaca y, por tanto, la muerte clínica. 

Adujeron que el contrato de transporte celebrado con la empresa fue incumplido como que no se le condujo sano y salvo a su lugar de destino, obligación de resultado de la que no exoneran las fallas mecánicas, a partir de lo cual se estructura la responsabilidad que se le endilga al propietario y a la empresa afiliadora, como quiera que las lesiones y la subsiguiente muerte produjeron perjuicios morales al lesionado mismo, derivados del sentimiento depresivo que domina a la persona al contemplar su propia situación, amargura, angustia, anonadamiento por causa de sus sufrimientos físicos y morales, vividos entre el momento del accidente y su muerte, lo que sustentaron en doctrina.  

Adicionalmente, dijeron, se causaron daños a la vida de relación al occiso por haberlo privado de la satisfacción de sus necesidades básicas y del disfrute de los placeres de la vida en ese mismo interregno, lo que también fundamentan en jurisprudencia del Consejo de Estado.
Después de reiterar que las lesiones se produjeron en calidad de pasajero, de cuantificar los perjuicios morales y por daño a la vida de relación y de referirse a la cobertura de la póliza de responsabilidad civil contractual, apuntaron que los herederos de quien fallece como consecuencia de un accidente pueden ejercer la acción que la víctima poseía como reparación del daño moral que ella ha sufrido, inclusive en caso de muerte instantánea.
Terminaron diciendo que el asegurado beneficiario que acredite su derecho ante el asegurador puede exigir el pago del siniestro dentro del mes siguiente por parte de la compañía; que por esos mismos hechos el seguro obligatorio de accidentes de tránsito cubrió a las demandantes los rubros pertinentes; que el 12 de mayo de 2005 elevaron la reclamación ante la aseguradora que no respondió, es decir que a partir del 13 de junio siguiente se empezaron a causar intereses; que hasta la fecha los demandados no han indemnizado los perjuicios causados y que presentada la solicitud de conciliación esta fracasó por falta de ánimo.
Por requerimiento del juzgado se aclararon algunos puntos de la demanda, concretamente los hechos que fueron separados de la doctrina y la jurisprudencia, la calidad en que actúan las demandantes y que las pretensiones se encaminan al reconocimiento de los perjuicios irrogados al patrimonio inmaterial del causante.
Así fue admitida la demanda y se dispuso el traslado pertinente a los demandados.

Seguros del Estado S.A. en su respuesta se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones que nominó caso fortuito, límite de responsabilidad, riesgos no asumidos e inexistencia de la obligación. En resumen dijo que el accidente ocurrió por un suceso externo que fue la falla en los frenos, imprevisible para el conductor; que la póliza de responsabilidad contractual número 124035500780054-1 limitó las sumas aseguradas a la muerte accidental, a la incapacidad permanente y temporal y a los gastos médicos en las cuantías allí señaladas; y que dicha póliza no amparó los conceptos de lucro cesante y perjuicios morales.
Otorgado el amparo de pobreza que solicitó el señor Luis Evelio Pérez Murillo la asesora judicial que le fue designada también se pronunció sobre los hechos y en cuanto a las pretensiones dijo que se atenía a lo probado, pero lo hizo de manera extemporánea (f. 151, c. 1). Por su parte la empresa Transportes San Eugenio S.A. guardó silencio.
Surtido el traslado de las excepciones, que replicaron las demandantes, se realizó la audiencia de que trata el artículo 101 del C.P.C.; se decretaron y practicaron las pruebas pedidas por las partes, se dio traslado para alegar de conclusión, derecho del que hicieron uso la aseguradora, la sociedad codemandada y las demandantes. 

La aseguradora reiteró lo plasmado en sus excepciones.

Transportes San Eugenio S.A. acudió para señalar que las relaciones afectivas de las personas deben ser probadas para que pueda abrirse paso una condena por perjuicios; también el contrato de transporte que no se puede presumir por el sólo hecho de que el occiso hubiera subido al vehículo; que el accidente obedeció a una fuerza mayor o caso fortuito; que para la fecha del accidente el vehículo estaba afiliado a la empresa La Rosa y no a la sociedad; que no existe ninguna obligación contractual para con los herederos porque ellos sólo pueden reclamar los perjuicios que se le causaron a la víctima con el incumplimiento del contrato; que cuando la víctima fallece instantáneamente no se configuran a su favor daños y tampoco en casos como este en el que el occiso quedó en estado de coma desde el momento del accidente; que debe tenerse en cuenta que las acciones directas o indirectas provenientes del contrato prescriben en dos años, para este caso contados desde el 5 de noviembre de 2003; que en el caso de la empresa Transportes San Eugenio no puede predicarse la responsabilidad refleja o de derecho; y que hubo ausencia de culpa y responsabilidad del conductor del vehículo por el caso fortuito acaecido, que rompe el nexo causal. 
Y las demandantes repitieron en sus alegaciones los hechos de la demanda y los argumentos planteados en la respuesta a las excepciones.

Procedió el Juzgado a dictar sentencia mediante la cual declaró improcedente la excepción propuesta por Seguros del Estado S.A., declaró la responsabilidad civil de Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio Pérez Murillo del suceso en el que perdió la vida Fernando Ordónez Mejía y los condenó a pagar la suma de $3’000.000,oo por concepto de perjuicios morales, al paso que negó las demás pretensiones; además, como advirtió que el SOAT cubrió a las demandantes un valor mayor al que les reconoció, exoneró a los demandados del pago; finalmente, no condenó en costas. 
Apelaron las demandantes y sustentaron en esta sede; adujeron que la sentencia desconoce el concepto integrante del daño moral, las pruebas en relación con el estado de consciencia del lesionado y el concepto del daño a la vida de relación; además, no comparten que se hubiera declarado de oficio la excepción de pago, estiman improcedente el descuento de lo pagado por el SOAT y señalan que fueron desconocidas las reglas relacionadas con el pago de intereses y de costas a cargo de la aseguradora, temas que desarrollaron en el escrito arrimado, de manera concreta. En la audiencia programada de acuerdo con lo previsto por el artículo 360 del C.P.C. la parte recurrente agregó a sus alegatos que frente a la acción directa dirigida contra la aseguradora no son admisibles cláusulas restrictivas de responsabilidad, como la exclusión de perjuicios morales o de lucro cesante.
Surtida la instancia se procede ahora a decidir, previas estas: 
  



  CONSIDERACIONES.

 
Verificada la concurrencia de los presupuestos necesarios para la adecuada configuración del proceso y ya que no se advierte ninguna causal de nulidad, la decisión por adoptar será de fondo.

  



Parte todo este proceso de la responsabilidad civil contractual que se le endilga a Transportes San Eugenio S.A. y a Luis Evelio Pérez Murillo por causa del accidente en el que perdió la vida el señor Fernando Ordóñez Mejía.





Sea dado decir, primeramente, que fueron hechos aceptados tácitamente por los codemandados Luis Evelio Pérez Murillo y Transportes San Eugenio S.A. ya que no asistieron a las audiencias en las que se les formularía interrogatorio de parte, que aquél conducía para el 18 de agosto de 2003 el vehículo de placas UNJ-120, Jepp Willys, en el que viajaba como pasajero Fernando Ordóñez Mejía, con quien había celebrado previamente un contrato de transporte, cuando se produjo el accidente que le ocasionaron lesiones y la posterior muerte al señor Ordóñez; y que ésta era la empresa afiliadora del vehículo para esa misma fecha.

  



Esto, sumado a la manifestación expresa de Seguros del Estado S.A. en el sentido de que el accidente se produjo por fallas mecánicas, que es lo que surge de la indagatoria que rindió Luis Evelio Pérez Murillo ante la Fiscalía (f. 26 a 32, c. 4) deja ver con precisión que se estructuró la responsabilidad civil deprecada, si bien se acreditaron el  hecho, el daño y el nexo causal entre uno y otro, y el vínculo contractual.

  



Este nexo no se rompe, como pretendió la aseguradora convocada, cuando el incidente proviene de dichas fallas, pues es asunto suficientemente decantado que:

“…para que un hecho pueda catalogarse como imprevisible e irresistible, el mismo no debe estar “ligado al agente, a su persona ni a su industria”, sino que debe tratarse de “un acontecimiento extraordinario que se desate desde el exterior sobre la industria, acontecimiento imprevisible y que no hubiera sido posible evitar aún aplicando la mayor diligencia sin poner en peligro toda la industria y la marcha económica de la empresa y que el industrial no tenía porqué tener en cuenta ni tomar en consideración”
.    




Los daños de los instrumentos o máquinas con que se ejecuta una actividad peligrosa, como serían los automotores en relación con la actividad transportadora, no pueden calificarse de externos, por ser hechos que se relacionan con la industria misma. Como se explicó en la citada sentencia, “en sana lógica se impone concluir (…) que las fallas en el mecanismo u operación de ciertas cosas o actividades peligrosas, de cuyo buen funcionamiento y ejecución exenta de peligros es garante el empresario frente a potenciales víctimas…, por faltarles el requisito de exterioridad nunca pueden configurar, en la modalidad de caso fortuito o de fuerza mayor, una causa extraordinaria…”.  
       

 



Con todo, como lo expuso el juzgado, ni sobre las fallas mecánicas, ni sobre el mal estado de la vía existen pruebas con la entidad suficiente para concluir que pudieran haber desencadenado el accidente y, por tanto, con  apego al contenido del artículo 992 del Código de Comercio, no se demostró que la causa del daño le fuera extraña al agente, o que éste adoptó todas las medidas razonables que hubiere tomado un transportador según las exigencias de la profesión para evitar el perjuicio o su agravación.

  



Es decir, en últimas, que el contrato de transporte, que obliga al transportador a conducir a las personas a su lugar de destino sanas y salvas (art. 981 y 982 C. Co.) fue incumplido y ello, sin duda, generó la responsabilidad acertadamente declarada en primera instancia.

  



Por supuesto que esa forma de resolver le restaba todo mérito a los alegatos presentados en primera instancia, particularmente por la empresa Transportes San Eugenio S.A., que prácticamente aprovechó esa oportunidad para proponer las excepciones que no hizo valer durante el término de traslado de la demanda; y aunque es claro, porque así lo manda el artículo 306 del C.P.C., que el juez está llamado a declarar de oficio toda excepción cuyos hechos aparezcan probados, los argumentos allí esgrimidos tienen que ver en buena parte con el caso fortuito o la fuerza mayor, que ya se descartaron, y con la prescripción de la acción que, ésta sí, es de obligada proposición en la etapa procesal pertinente, esto es, en la contestación de la demanda, porque esa misma norma le prohíbe al fallador considerarla oficiosamente.

  



No queda más, pues, que abordar las inquietudes que plantean los recurrentes respecto del perjuicio extrapatrimonial que se reclama.

  



Para ello, conviene señalar igualmente, como hecho irrebatible, que cuando un pasajero fallece como consecuencia de un accidente ocurrido durante la ejecución del contrato de transporte, surge para sus herederos una doble opción, aunque no acumulativa en este específico caso: intentar, por un lado, la acción contractual transmitida por el causante; y por el otro, ejercitar la acción extracontractual derivada del perjuicio que personalmente les haya inferido la muerte del pasajero, en ambos casos, con posibilidad de reclamar, si se demuestra, la indemnización por el daño moral.

  



Es decir, se trata de 2 cuestiones diferentes: la acción contractual hereditaria y la acción extracontractual personal, ambas originadas en un mismo acontecimiento. Aquí nos interesa la primera, supuesto que lo que se reclamó fue, exclusivamente, el daño moral y a la vida de relación infligido al señor Fernando Ordóñez Mejía, en torno del cual giró toda la argumentación del juzgado en el fallo que, para facilitar la respuesta a los planteamientos de las recurrentes, se sintetiza así:

· Que lo que se reclama es el perjuicio moral y el daño a la vida de relación sufridos por Ordóñez Mejía entre las 5:00 p.m. del 18 de agosto de 2003 (hora del suceso) y las 11:20 p.m. del 21 de ese mismo mes (hora del deceso).

· Que todo perjuicio debe demostrarse y en el caso del pasajero fallecido si la muerte es instantánea o inmediata no se causan este tipo de perjuicios y nada se transmite a los herederos; por el contrario, si sobrevive y alcanza a padecer esas afectaciones, las trasmite a sus deudos.

· Que a vuelta de revisar las pruebas, se pudo establecer que el señor Ordóñez sólo tuvo algo de consciencia durante las primeras tres horas durante las cuales, incluso, no pudo determinar razonadamente la dimensión y gravedad del accidente. Es decir que su estado de angustia, incapacidad y desespero sólo podrían valorarse  por ese lapso y, por tanto, el perjuicio moral fue mínimo.

· Que no se afectó su vida de relación porque no hubo secuela alguna en vista de su muerte que el señor Ordóñez tuviera que afrontar y le impidiera proyectarse en la vida social y moverse normalmente en sus relaciones laborales, sociales y familiares.

· Por tanto, el daño moral, siguiendo el arbitrio judicial se tasó en $3’000.000.,oo.

· Mas como el SOAT cubrió a las demandantes unas sumas superiores a esta, exoneró a los demandados de su pago y, tal vez por ello, piensa la Sala, ningún pronunciamiento hizo respecto de la compañía de seguros demandada.

  



La réplica se hizo sentir de inmediato, y ella se puede compendiar en varios aspectos, cada uno de los cuales se analizará de una vez:




a) Que el juzgado desconoció el concepto integrante del daño moral, porque éste no se identifica hoy en día exclusivamente con el dolor, la angustia, la tristeza y la pérdida del deseo de vivir sino que hay otras manifestaciones que se dan aún sin percepción sensitiva, de manera que basta la sola agresión a los derechos de la personalidad (la integridad personal, la salud y la vida misma) para que se abra paso la protección jurídica.
  



Y que, además, desestimó el verdadero concepto del daño a la vida de relación que tiene que ver no sólo con la posibilidad de gozar de los placeres de la vida, sino de toda actividad que, por rutinaria que sea, ya no puede realizarse o requiere un esfuerzo excesivo, como ocurrió con el señor Fernando Ordóñez Mejía porque se le privó de su proyecto de vida y del goce de la existencia durante el periodo de agravación de sus funciones vitales y luego durante su expectativa de vida probable.
  



Son dos cosas, pues, las que conciernen a este punto: el daño moral y el daño a la vida de relación. 
   



Respecto del primero, que ha sido deslindado de otros perjuicios inmateriales, entre ellos, el del daño a la vida de relación como se verá luego, se trata de una afectación a la vida interior de la persona, ligada a tres elementos: la no exterioridad, su carácter espiritual y el aliento que tiene la persona para hacer alguna cosa 
, o dicho de otro modo “se refiere al íntimo sufrimiento o dolor que padece el individuo y que por lo tanto lesiona su integridad sicológica y espiritual…” 
; o son aquellos que “afectan los sentimientos íntimos de la víctima o los provenientes del dolor físico producidos por una lesión”
; o, como en últimas precisó la Corte Suprema de Justicia, son los que “inciden o se proyectan en la esfera afectiva o interior de la persona, al generar sensaciones de aflicción, congoja, desilusión, tristeza, pesar, etc.” 
.
  



Concuerdan, pues, doctrina y jurisprudencia para calificar lo que es en estricto sentido el daño moral, al señalar que se trata de una repercusión de carácter íntimo pero reflejada en el padecimiento mismo de la persona, es decir, que está ligada a la posibilidad que ella tenga de percibir lo que ocurre en su propio interior y si ello la aflige, como evidentemente tendría que entenderse que sucede siempre que conserve consciencia; si no la tiene porque su estado es de tal magnitud que la ha perdido antes de su muerte, no pueden proyectarse en ella sentimientos de esa índole.
  



Y si acontece, como en este caso, lo que no se discute, que el señor Ordóñez Mejía por lo menos desde las 22:15 horas del día 18 de agosto de 2003 presentó un “glasgow de 6/15”, es decir, un estado de inconsciencia que fue avanzando de manera progresiva hasta alcanzar un “glasgow 3/15”, esto es, que desde aquél momento presentó un “compromiso … severo en su estado de consciencia” que hace “difícil pensar que el paciente perciba e interprete el dolor como tal y de llegarse a obtener una respuesta a un estímulo doloroso sería más bien una de tipo refleja o automática…”, según lo determinaron los expertos designados por el juzgado (f. 40 y 69, c. 5), se entiende, como se advierte en la sentencia, que en el lapso que medió entre esa hora y la de su lamentable deceso, no pudo causarse el daño moral que predica el recurrente, porque su absoluto estado de inconsciencia no le permitía experimentar aquel sufrimiento íntimo que es lo que, se reitera, refleja el perjuicio moral.
  



Podría ser, de acuerdo con las apreciaciones en que el impugnante sustenta el recurso, que aun en estado de inconsciencia exista un daño porque se frustran posibilidades existenciales, pero esto, al modo de ver de la Sala, apunta más a lo que tiene que ver con el daño a la vida de relación del que adelante se tratará, más que con el daño moral, si bien se ha hecho todo esfuerzo por desligar aquel de éste, y se ha conseguido, hoy más que antes, cuando incluso la jurisdicción ordinaria en nuestro país recoge la doctrina propia y foránea y la jurisprudencia contencioso administrativa estructurada sobre el tema para adherirse a él, de acuerdo con lo que se precisará.
  



Lo que sí se advierte es que, como también lo concluyeron los expertos, mientras el paciente registró un “glasgow 15/15” ó “12/15”, de los que da cuenta la historia clínica, hasta ese momento la consciencia no se había alterado y debía interpretar de manera adecuada los estímulos dolorosos, aunque en el segundo caso, si a ese estado se sumaban lesiones de algunas vías o centros del dolor, le impediría sentir e interpretar la sensación dolorosa de manera normal; así lo concluyeron también los peritos.
 



Es decir, desde cuando ocurrió el suceso mismo a las 17:00 p.m. del día 18 de agosto de 2003 y hasta la mencionada hora de las 22:15 del mismo día, es evidente que el señor Fernando Ordóñez Mejía experimentó minuto a minuto como su vida se iba apagando; esto aunado al indudable dolor que debía aquejarlo por la severidad de los golpes que recibió, necesariamente lo tenían que afligir en lo más íntimo de su ser, si a cada paso veía  esfumar toda posibilidad de recuperación hasta cuando definitivamente quedó desconectado del mundo que lo circundaba porque cayó en un estado avanzado de coma.

  



En este orden de ideas, a juicio de la Sala, su padecimiento no debió ser de tan poca monta como se argumenta en la sentencia y, por ello, acudiendo al arbitrio judicial, se aumentará el valor tasado en primera instancia a la suma de $10’000.000,oo.
  



Pasando a otro escenario, que es el del daño a la vida de relación, es preciso señalar que en nuestro entorno la jurisprudencia en vía ordinaria venía siendo tímida en su tratamiento, porque contrario al desarrollo que se le dio por parte del Consejo de Estado a ese concepto para diferenciarlo de los perjuicios morales, la Corte Suprema de Justicia apenas sí esbozaba lo que denominaba los daños a la persona, sin una diferenciación específica que condujera al resarcimiento de perjuicios de manera independiente, según se tratara de lo uno o de lo otro.
  



Hoy la cuestión es diferente, porque en época muy  reciente la Sala de Casación Civil vino a hacer un recorrido por la doctrina foránea e interna para allanarse, del todo, a esa bifurcación de los daños inmateriales y a acoger con entidad propia el daño a la vida de relación. Viene muy al caso, pues, citar apartes de este destacado pronunciamiento, que servirá de norte, no sólo para este asunto, sino para ir fijando la senda hasta ese momento ayuna de un claro soporte jurisprudencial, al menos en la jurisdicción ordinaria. Dijo la alta Corporación 
, después de decantar lo que dentro y fuera del país se ha pensado al respecto, que: 



“Como se observa, a diferencia del daño moral, que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo, el daño a la vida de relación constituye una afectación a la esfera exterior de la persona, que puede verse alterada, en mayor o menor grado, a causa de una lesión infligida a los bienes de la personalidad o a otro tipo de intereses jurídicos, en desmedro de lo que la Corte en su momento denominó “actividad social no patrimonial”. 




Dicho con otras palabras, esta especie de perjuicio puede evidenciarse en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad.   Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales hasta lo más simple se puede tornar difícil. Por lo mismo, recalca la Corte, la calidad de vida se ve reducida, al paso que las posibilidades, opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel de dificultad aumenta considerablemente. Es así como de un momento a otro la víctima encontrará injustificadamente en su camino obstáculos, preocupaciones y vicisitudes que antes no tenía, lo que cierra o entorpece su acceso a la cultura, al placer, a la comunicación, al entretenimiento, a la ciencia, al desarrollo y, en fin, a todo lo que supone una existencia normal, con las correlativas insatisfacciones, frustraciones y profundo malestar.   

   



Allí mismo, después de recordar el recorrido de  esta figura en la jurisprudencia del Consejo de Estado, precisó que: 




En este orden de ideas, la Corte, a manera de compendio, puntualiza que el daño a la vida de relación se distingue por las siguientes características o particularidades: a) tiene naturaleza extrapatrimonial o inmaterial, en tanto que incide o se proyecta sobre intereses, derechos o bienes cuya apreciación es económicamente inasible, por lo que no es dable efectuar una mensura que alcance a reparar en términos absolutos la intensidad del daño causado; b) adquiere trascendencia o se refleja sobre la esfera externa del individuo, situación que también lo diferencia del perjuicio moral propiamente dicho; c) en las situaciones de la vida práctica o en el desenvolvimiento que el afectado tiene en el entorno personal, familiar o social se manifiesta en impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones, temporales o definitivas, de mayor o menor grado, que él debe soportar o padecer, las cuales, en todo caso, no poseen un significado o contenido monetario, productivo o económico; d) no sólo puede tener origen en lesiones o trastornos de tipo físico, corporal o psíquico, sino también en la afectación de otros bienes intangibles de la personalidad o derechos fundamentales, e incluso en la de otro tipo de intereses legítimos; e) según las circunstancias de cada caso, puede ser sufrido por la víctima directa de la lesión o por terceros que igualmente resulten afectados, como, verbigracia, el cónyuge, el compañero o la compañera permanente, los parientes cercanos o los amigos, o por aquélla y éstos; f) su reconocimiento persigue una finalidad marcadamente satisfactoria, enderezada a atemperar, lenificar o aminorar, en cuanto sea factible, los efectos negativos que de él se derivan; y g)  es una noción que debe ser entendida dentro de los precisos límites y perfiles enunciados, como un daño autónomo que se refleja en la afectación de la actividad social no patrimonial de la persona, vista en sentido amplio, sin que pueda pensarse que se trata de una categoría que absorbe, excluye o descarta el reconocimiento de otras clases de daño - patrimonial o extrapatrimonial - que posean alcance y contenido disímil, ni confundirlo con éstos, como si se tratara de una inaceptable amalgama de conceptos, puesto que una indebida interpretación conduciría a que no pudiera cumplirse con la reparación integral ordenada por la ley y la equidad, como infortunadamente ha ocurrido en algunos casos, en franco desmedro de los derechos que en todo momento han de asistir a las víctimas”.  

No obstante este avance, para el caso que nos ocupa se tiene que se conjugan dos situaciones: la primera, que la víctima causó inconsciencia pasadas apenas unas horas del accidente y, como se argumentó, no alcanzó a experimentar un verdadero cambio en su rol de vida si, como está acreditado, falleció a escasos tres días del suceso. En este sentido tiene dicho la jurisprudencia que: 

“…es cierto que la reparación por el daño a la vida de relación es trasmisible a los herederos. Sin embargo, para que surja el derecho de los herederos es necesario que éste se haya causado.  En el caso concreto, considera la Sala que la víctima no alcanzó a sufrir dicho perjuicio porque falleció poco después de llegar al centro de atención médica al cual fue trasladado inmediatamente después del accidente, es decir, en este lapso no alcanzó a ver modificadas sus condiciones sociales de existencia” 

A esta misma conclusión arribó el juzgado y por ello, será prohijada. 

b) Se duelen también los recurrentes de que el juzgado declarara de oficio la excepción de pago por parte de alguno de los demandados, pues él estuvo precedido de una transacción que no tenía por objeto precaver este litigio. Pero de la lectura del fallo y del expediente en su integridad, no ve la Sala a qué transacción se refieren, ni que el juzgado hubiese declarado probada una excepción de pago, a menos que esto tenga que ver con el siguiente argumento de la apelación, relacionado con la satisfacción de algunas indemnizaciones por parte del SOAT.  Así que en aquél sentido la impugnación viene desenfocada. 
c)  Como se mencionó, otra réplica a la sentencia consiste en que en ella se dio vía libre al pago que efectuó el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito a las demandantes, porque en su sentir, los gastos por atenciones médicas y hospitalarias se reconocen a quien los realice, generalmente los centros hospitalarios, suerte igual que corren el transporte en ambulancia y los gastos funerarios. Además, el daño que aquí se cobra es diferente al que fue cubierto por el SOAT a las demandantes.

   



Suficiente será, para concluir que erró el juzgado en su apreciación, señalar que el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, regulado hoy a partir del artículo 192 del Decreto 663 de 1993 (Estatuto Orgánico del Sistema Financiero) y en el artículo 244 de la Ley 100 de 1993, es un “seguro de daños corporales”, lo que se traduce en perjuicios materiales, relacionados con la muerte o los daños corporales físicos causados a las personas, los gastos médicos, quirúrgicos y hospitalarios, las incapacidades permanentes, los gastos funerarios y los de traslado de la víctima a los centros de salud, en tanto que lo que aquí se impone a los demandados es el cubrimiento de perjuicios inmateriales o incorporales (daño moral y a la vida de relación), no cubiertos por dicha póliza. 

  



Quiere esto decir que el ordinal quinto de la sentencia que se revisa será revocado. 
 



d)  Recurren también las demandantes porque el juez de primera instancia omitió condenar a Seguros del Estado S.A. en concurrencia con los restantes demandados, lo que debió hacer porque se ejercitó contra ella la acción directa, hasta la cuantía del límite asegurado, junto con los intereses reclamados.

  



Tienen razón en que el juzgado nada dijo en su sentencia sobre la responsabilidad de Seguros del Estado, no obstante que se dirigió en su contra la aludida acción; ello, se mencionó renglones arriba, tal vez se explica porque dio por satisfecha la obligación aquí impuesta a los otros codemandados en virtud del pago realizado por el SOAT.

  



Y aunque ha debido hacerlo, lo cierto es que esta Sala, en reciente pronunciamiento planteó una posición divergente a la que hasta ese momento se venía sosteniendo sobre la cobertura de los perjuicios extrapatrimoniales por parte de las aseguradoras. En efecto, para repetirlo en extenso a fin de difundir ese pensamiento, se dijo que:  
   


“surge indispensable volver sobre un tema que hasta ahora ha tenido un tratamiento por parte de la Sala y que merece ser revaluado porque, dígase de una vez, no consulta el verdadero espíritu de las normas que rigen el seguro de responsabilidad. 

   


En efecto, la versión original del artículo 1127 del Código de Comercio patrio, establecía que “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que sufra el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley. Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, con la restricción indicada en el Artículo 1055” (resaltamos).
   


De donde seguía la interpretación, admisible por cierto, de que como lo que se aseguraba era el detrimento patrimonial del asegurado, allí debían entenderse incluidos tanto los perjuicios patrimoniales como los extrapatrimoniales que por virtud de una condena tuviera que pagar a la víctima. Eso condujo, entonces, a que se le impusiera a las compañías de seguros, aún contra la expresa exclusión contractual, cubrir el valor de los perjuicios morales y otros de carácter extrapatrimonial.  Así se razonó en una de las ocasiones en las que esta Corporación se pronunció sobre el particular: 

   


“…es cierto que de la mera lectura de la carátula y la cláusula 2ª de la póliza en sus anexos o condiciones generales, relacionada con exclusiones, los puntos 1.2.1. y 1.2.2. dejan por fuera cualquiera (sic) obligación de responder por daños morales o lucro cesante;… Dicha cláusula debe tenerse por no escrita porque rompe de manera flagrante el equilibrio contractual, dado que estamos frente a una póliza de responsabilidad civil bajo la cual no se está amparando un bien determinado del asegurado sino en general su patrimonio… Esto es, el interés amparado no es el patrimonio de los terceros sino el patrimonio mismo del asegurado… no pudiéndose descontar ningún ítem por el cual deba responder él frente a la víctima, llámase perjuicio material por lucro cesante o perjuicio moral, pues a la aseguradora sólo le queda en estos casos entrar a respaldar al asegurado en cuanto las (sic) erogaciones económicas de todo tipo que deba asumir como costos de indemnización a terceros por los daños que pueda causar con su actividad...”

 


Esta concepción, que se ha venido manteniendo vigente, incluso en providencias de reciente data 
, está soportada, sin embargo, en doctrinas y jurisprudencias que, ahora se observa, no se ajustan a la intelección que, con la reforma introducida al citado artículo 1127 por el artículo 84 de la Ley 45 de 1990, debe dársele al asunto. Ciertamente, en aquella primera providencia se trajeron a colación conceptos de doctrinantes como Andrés Ordóñez y Juan Manuel Díaz-Granados Ortiz y una providencia de la Corte Suprema de Justicia correspondiente al año 1988; en la segunda se hizo alusión a la misma sentencia pero ubicándola en el año 1998, porque así lo señalan los tratadistas Martínez Rave y Martínez Tamayo en su obra, cuando en verdad, es aquella misma del año 1988.

  


Si al análisis de Ordóñez nos refiriéramos, de la alusión que se hizo en su momento se ve claramente que él hizo referencia en su exposición a la necesidad de incluir el lucro cesante como parte integral de los perjuicios que debe entrar a sanear la aseguradora; lo de los perjuicios morales fue un agregado que motu proprio hizo la Sala. Ni qué decir de Díaz-Granados Ortiz, que en la edición más reciente de su texto sobre el seguro de responsabilidad deja ver que recogió en buena medida su tesis anterior, y es a ese punto a donde se quiere llegar en esta providencia; bastaría leer algunos apartes de su obra 
 para ver cómo mantiene su criterio sólo en cuanto toca con el lucro cesante, pero no en lo atañedero a los perjuicios morales o en general al daño extrapatrimonial, sobre el que concluye actualmente que únicamente puede incluirse como parte del cubrimiento que debe hacer la aseguradora al asegurado por los daños que cause a la víctima en la medida en que ellos hayan sido pactados en la póliza respectiva.

   


Y esto porque, como corresponde hacerlo, parte de la distinción que el artículo 1127 tiene en la redacción actual con la anterior. Hoy día, reza esta norma que:

   


“El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado…” (resaltamos).

   


Ya no es pues, como antaño, que se imponga al asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios que sufra el asegurado, concepto bajo el cual se sostenía que todo aquello que tuviera que pagar a la víctima, por daños patrimoniales o extrapatrimoniales, se revertía en un perjuicio patrimonial para él que debía serle compensado por la aseguradora. La orientación de la norma con la reforma que le introdujo la Ley 45 de 1990 es distinta, porque se trata de que la aseguradora indemnice los perjuicios de orden patrimonial, que no extrapatrimonial, que se le causen a la víctima.

   


Esto no implica, por supuesto, que en un evento determinado no puedan llegar a cubrirse los perjuicios extrapatrimoniales; lo que ocurre es que para que suceda de esa manera es necesario que esa protección se incluya en el contrato de seguro que se ha suscrito entre el asegurado y la aseguradora o que, por lo menos, no se excluyan y en forma genérica se pacte el reconocimiento de los perjuicios que se le lleguen a causar a la víctima o que el asegurado deba resarcir.

   


Precisamente Díaz-Granados Ortiz al reconsiderar la posición que servía de soporte a la Sala para mantener su criterio, señaló:

  


“A la luz del texto original del artículo 1127 del Código ce Comercio, todas las consecuencias de la responsabilidad civil en materia de perjuicios inferidos a la víctima eran asegurables.

  


Así, cuando un asegurado era condenado por los daños patrimoniales o extrapatrimoniales causados a la víctima, el monto de la condena representaba frente al asegurado un perjuicio patrimonial. En este orden de ideas, al decir del artículo 1127 que en virtud del seguro de responsabilidad civil el asegurador indemnizaba los perjuicios patrimoniales que sufriera el asegurado, en realidad se cubrían todos los daños que ese asegurado hubiere causado a la víctima, incluido el daño moral.

  


Pero el artículo 89 de la Ley 45 de 1990 sustituyó el verbo sufrir por el verbo causar.  Esto ha dado lugar a que algunos comentaristas piensen que el seguro de responsabilidad civil, en lo sucesivo, solo tiene vocación de cubrir los daños de naturaleza patrimonial causados a la víctima, lo cual excluirá, por supuesto, todo daño extrapatrimonial como lo sería el moral. Tal daño, concluyen, serían una consecuencia de la responsabilidad civil no asegurable.

 


Nosotros no compartimos tal aseveración. El proyecto de ley 113 de 1990 no preveía dicha modificación, la cual fue propuesta en el pliego de modificaciones por el ponente, sin expresar ningún motivo para el cambio de verbo, a diferencia de otras modificaciones como el aseguramiento de la culpa grave o las precisiones acerca de la prescripción.

  


Por otra parte, el artículo 1127 del Código de Comercio no es una norma imperativa que impida estipular que el seguro cubra el daño extrapatrimonial sufrido por la víctima. Igualmente, sería válida la exclusión de dicho daño extrapatrimonial. El cubrimiento del mismo no atenta contra el orden público. Bajo el antiguo Código de Comercio Terrestre, en el cual ni siquiera se contemplaba el seguro de responsabilidad, las pólizas lo hicieron válidamente.

  


Convendría considerar también que la tendencia de la reforma adoptada pro la Ley 45 de 1990 es otorgar mayores beneficios a las víctimas y así consta tanto en la exposición de motivos como en las ponencias. Considerar prohibido el aseguramiento del daño extrapatrimonial iría en contra de tal propósito.

  


Procede al efecto tener presente como punto de referencia que ninguno de los países de la región limitan la cobertura del seguro solo a ciertos tipos de daños que sufra la víctima, pues de lo que se trata es de dejar indemne el patrimonio del asegurado el cual se afecta por todo tipo de daño inferido a la víctima.

   


Adicionalmente, en atención a la importancia de las cuantías que hoy en día pueden alcanzar los daños extrapatrimoniales, que superarían incluso el monto de los daños patrimoniales, una póliza que carezca de la cobertura de daño extrapatrimonial estaría incompleta y no satisface adecuadamente las necesidades de protección del asegurado. Ello supone correlativamente que exista mayor conciencia en la fijación de las sumas aseguradas. No son pocos los casos en que el valor de la póliza cubre sola una pequeña porción del daño real causado por el asegurado. Igualmente, desde las perspectiva del asegurador, quien cumple con una importante actividad en el mercado que tiene que ser rentable, implica la adecuación de sus productos y, claro está, la fijación de tarifas  suficientes que permitan encarnar el nuevo entorno con las reservas necesarias.

  


Estimamos que el daño extrapatrimonial puede ser asegurable; pero, dadas las limitaciones del texto legal, ello requerirá de estipulación específica en tal sentido, la cual podrá revestir las más variadas formas: cubrimiento de los “perjuicios” en general causados a la víctima o el cubrimiento de los efectos de la responsabilidad o, puntualmente, amparar el daño extrapatrimonial haciendo alusión expresa a su nombre. Así las cosas, y al contrario, no se cubriría el daño extrapatrimonial, bien si la definición del riesgo asegurable en la póliza se circunscribe al amparo de los “perjuicios patrimoniales” causados a la víctima o bien si el daño extrapatrimonial se prevé como exclusión.

   


El Consejo de Estado (“
” -5-) se pronunció recientemente sobre el artículo 1127 del Código de Comercio, en su versión reformada por la Ley 45 de 1990, e interpretó el alcance de la expresión “perjuicios patrimoniales” contenido en el aludido precepto, alejándose del significado que se le ha dado en materia de responsabilidad (tanto por el Consejo de Estado como por la Corte Suprema de Justicia). Así se pronunció:

 
‘El artículo 1127 del Código de Comercio al precisar la naturaleza del seguro de responsabilidad civil señala que éste ‘impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley’. Pero, perjuicios patrimoniales y materiales no son sinónimos. El primero es el género y el segundo es la especie, es decir, perjuicios patrimoniales son los que se pueden tasar en dinero y si bien, en relación con el perjuicio moral, la indemnización no es reparadora ni restitutiva, sí constituye una compensación que se puede valorar pecuniariamente.’

  


La tesis expuesta, además de separarse de la jurisprudencia acerca del daño patrimonial, resulta forzada tal vez por buscar la protección de la víctima y del asegurado. Pero tal propósito no justifica una interpretación ajena de rigor y de consistencia con la ontología del daño y con la reiterada jurisprudencia de las altas cortes.”

  


Y no sólo él; por lo que puede decantarse de la doctrina reciente del Consejo de Estado y de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, también allí se ha revertido la tesis que en otra época, y con vigencia de una norma distinta, hizo carrera.  




Para comenzar, la máxima autoridad de lo contencioso administrativo, con ponencia de la misma Magistrada que emitió el fallo del 15 de diciembre de 2004 que al pie de página se cita, señaló en época posterior 
, en relación con el mismo tema, que: 

“Argumentos como los anteriores permiten concluir que tiene razón la entidad estatal cuando se queja que concretamente en el anexo No. 001 de la póliza No 9463085, se haya excluido el pago de perjuicios morales y por lucro cesante
, cuando éstos son comunes en el campo de daños e indemnizaciones, por los que debe responder la administración pública cuando causa perjuicios a terceros, con ocasión de trabajos públicos.

En efecto, ninguno de esos dos conceptos hizo parte del amparo básico del seguro de responsabilidad civil frente a terceros que exigió la entidad estatal al contratista. La circunstancia de su exclusión la ha justificado la doctrina en la redacción misma del art. 1127 del C. de Comercio, en tanto solo hizo referencia a “los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado”, lo cual permite deducir  que ni los daños morales ni los fisiológicos sufridos por los damnificados están como asegurables por la ley.

Para la Sala, los términos en que se constituyó el seguro de responsabilidad civil extracontractual que tomó el contratista a favor de la entidad contratante, y que está aprobó, con ocasión de la ejecución del contrato de obra pública No. 004 de 1994, fueron de alguna manera ambiguos, teniendo en cuenta que el amparo básico por “PREDIOS, LABORES Y OPERACIONES” no contiene en las condiciones generales del seguro una definición de los conceptos que permitan a las partes del contrato de seguro, y a los terceros damnificados, inferir cuáles son los  riesgos que dichos conceptos ampararon y por los que podría reclamarse. 

En cuanto a que expresamente se hayan excluido el reconocimiento de  perjuicios morales y perjuicios por lucro cesante a favor de terceros, demuestra un inadecuado manejo de los seguros en  la actividad contractual, en tanto los riesgos que se excluyen en las condiciones generales del contrato de seguro, en tanto no tengan la prohibición de riesgos no asegurables,
 pueden convenirse cuando el objeto y la conveniencia del contrato así lo aconsejen, por una prima adicional, que nada impide que así se exija al contratista del Estado.

Es claro que el Instituto demandado, como entidad estatal contratante,  no podía pretender del llamado en garantía el pago de los perjuicios morales que reconoció a los terceros damnificados en la audiencia de conciliación que se realizó dentro del proceso, porque no hicieron parte de los límites contractualmente estipulados. En este caso, tiene  plena aplicación el principio de la prevalencia de la intención de las partes, según el cual “conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras” (art. 1618 Código Civil), materia sobre la cual ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“ (….) cuando el pensamiento y el querer de quienes concertaron un pacto jurídico quedan escritos en cláusulas claras, precisas y sin asomo de ambigüedad, tiene que presumirse que esas estipulaciones así concebidas son el fiel reflejo de la voluntad interna de aquéllos, y que, por lo mismo, se torna en inocuo cualquier intento de interpretación. Los jueces tienen la facultad amplia para interpretar los contratos oscuros, pero no pueden olvidar que dicha atribución no los autoriza, a distorsionar ni desnaturalizar pactos cuyo sentido sea claro y terminante, ni muchísimo menos para quitarles o reducirles sus efectos legales.”

Y lo anterior no conduce a que a dicha exclusión se le califique de ser una cláusula restrictiva, ya que éstas en la práctica aseguradora tienen una connotación jurídica diferente, pues una cosa es que se impida por las aseguradoras la posibilidad de negociación y otra es, que siendo posible la convención por pacto expreso, se omita del seguro porque se aceptaron las exclusiones y no se tomaron como amparos adicionales.

  


Por su parte, la Corte Suprema de Justicia en una oportunidad señaló 
:

“Varias e importantes enmiendas introdujo la ley 45 de 1990 al régimen del seguro de responsabilidad civil, consagrado en los artículos 1127 a 1133 de la codificación mercantil, con el propósito de otorgar una tutela eficaz a las personas lesionadas con la culpa del asegurado, a quienes dotó de instrumentos para obtener, de manera efectiva, la reparación del perjuicio recibido. 

Así, como lo declaraba el original artículo 1127 del Código de Comercio, el seguro de responsabilidad civil tenía por objeto exclusivo mantener indemne el patrimonio del asegurado, quien consiguientemente lo contrataba con la finalidad de precaverse contra las consecuencias de sus actos, de ahí que el asegurador asumiera la obligación de indemnizarle los perjuicios que experimentara con motivo de determinada responsabilidad y que sólo se liberara de tal compromiso pagándole al asegurado la indemnización estipulada, por ser éste el acreedor de la referida prestación -artículo 1127-. 
Acorde con la función que legalmente se le asignaba, que estaba circunscrita, como se anotó, al favorecimiento de los intereses del asegurado, el artículo 1133 del mismo cuerpo normativo preceptuaba que no se trataba de un seguro a favor de terceros, excluyendo todo vínculo directo de la víctima con el asegurador del responsable del daño. 

   


Con la reforma introducida por la ley 45 de 1990, cuya ratio legis, como ab-initio se expuso, reside primordialmente en la defensa del interés de los damnificados con el hecho dañoso del asegurado, a la función primitivamente asignada al seguro de responsabilidad civil se aunó, delantera y directamente, la de resarcir a la víctima del hecho dañoso, objetivo por razón del cual se le instituyó como beneficiaria de la indemnización y en tal calidad, como titular del derecho que surge por la realización del riesgo asegurado, o sea que se radicó en el damnificado el crédito de indemnización que pesa sobre el asegurador, confiriéndole el derecho de reclamarle directamente la indemnización del daño sufrido como consecuencia de la culpa del asegurado, por ser el acreedor de la susodicha prestación, e imponiendo correlativamente al asegurador la obligación de abonársela, al concretarse el riesgo previsto en el contrato –artículo 84-, previsión con la cual se consagró una excepción al principio del efecto relativo de los contratos -res inter alios acta-, que como se sabe, se traduce en que éstos no crean derechos u obligaciones a favor o a cargo de personas distintas de quienes concurrieron a su formación, o mejor, no perjudican ni aprovechan a terceros.

El propósito que la nueva reglamentación le introdujo, desde luego, no es, per se, sucedáneo del anterior, sino complementario, "lato sensu", porque el seguro referenciado, además de procurar la reparación del daño padecido por la víctima, concediéndole los beneficios derivados del contrato, igualmente protege, así sea refleja o indirectamente, la indemnidad patrimonial del asegurado responsable, en cuanto el asegurador asume el compromiso de indemnizar los daños provocados por éste, al incurrir en responsabilidad, dejando ilesa su integridad patrimonial, cuya preservación, en estrictez, es la que anima al eventual responsable a contratar voluntariamente un seguro de esta modalidad. 
Por supuesto que el derecho que la ley ahora le otorga al damnificado no está desligado del contrato de seguro celebrado por el tomador - asegurado, al margen del cual no se autoriza su ejercicio, pues las estipulaciones eficaces de dicho pacto lo delimitan y enmarcan de tal modo que no podría obtener sino lo que correspondería al mismo asegurado.
 


Luego dijo
:


“Resta por estudiar tan sólo lo tocante con el llamamiento en garantía, a cuya prosperidad se opuso la aseguradora alegando que si bien el amparo por lesiones personales fue materia de cobertura en la póliza traída a los autos, en el caso operan tres exclusiones; esto es, en la medida de que el asegurado no concurrió a las diligencias administrativas y porque no hubo cobertura  por lucro cesante ni perjuicios morales.

 
Lo cierto, sin embargo, cuanto a la primera de estas defensas, es que la responsabilidad de los demandados, a diferencia de lo que constituye la exclusión, no ha sido deducida de lo resuelto por las autoridades administrativas, situación que de entrada descarta la hipótesis establecida en la póliza con el aludido efecto. Ya en cuanto a las otras exclusiones, es de verse que la póliza ni sus condiciones generales [condiciones que por cierto fueron incorporadas al diligenciamiento en copia simple], prevén dichas exclusiones, situación que, en principio, dejaría sin piso el alegato de la aseguradora, desde luego que si el contrato no contempló de antemano la exclusión de estos  rubros, menester es concluir que, cuanto al amparo por muerte y lesiones personales no cabe restringir sus alcances, cual lo propone la aseguradora.

    


En lo atinente a la cobertura por lucro cesante, es cierto que la póliza no trae “acuerdo expreso” que lo involucre como materia del negocio aseguraticio, condición que a voces del artículo 1088 del código de comercio resultaría inexorable para que el seguro lo comprendiera; mas, aunque tal cosa sucede, lo cierto es que en tratándose de este tipo especial de seguro, vale decir, de responsabilidad civil, regulado específicamente por los artículos 1127 y siguientes del código de comercio, no se hace menester dicho acuerdo, pues al estatuir la norma que la indemnización a cargo del asegurador envuelve “los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra”, no es dable al intérprete entrar en distinciones como la que plantea la llamada en garantía, tanto menos cuando ello contraviene los dictados hermenéuticos que orientan la materia.

  


En lo que sí cabe razón a la aseguradora es en lo atinente a los daños morales tasados acá, pues comprendiendo el amparo otorgado a la demandada sólo los perjuicios de cariz patrimonial que a su turno deba resarcir, por exclusión los de carácter extrapatrimonial no pueden cargarse a la llamada en garantía.”

  


Y ya en época más reciente, incluso en una acción de orden constitucional, relacionada con este específico tema, precisó:


  


“1. La sentencia impugnada, mediante la cual se tuteló el derecho constitucional invocado, se fundó en la consideración de que el juez accionado debió acoger como única interpretación posible de la póliza de seguros, la que se deriva del sentido literal de la cláusula de exclusión de los “perjuicios morales ” (fls. 90 a 95 cuad. Tribunal), todo con fundamento en el respeto a la autonomía de la voluntad contractual, cuyo desconocimiento conduciría a configurar una vía de hecho por error judicial.

  


Por su parte, el Juzgado 1º Civil del Circuito de Medellín cimentó su decisión en ese punto concreto de análisis en que “Dicha póliza tiene una cobertura para el caso de suceso desencadenante de la responsabilidad civil atribuida al asegurado, por muerte de una persona, de 60 salarios mínimos mensuales vigentes. Dicha póliza estaba vigente para la época de ocurrencia del siniestro y se presentó uno de los eventos asegurados en la misma; por ello no es de recibo la manifestación que hace la compañía aseguradora en cuanto a que están excluidos del seguro los perjuicios moratorios(Sic) que se reclaman, en el evento de una condena, máxime cuando éstos se asimilan al concepto de DAÑO EMERGENTE, como erogación que le correspondería efectuar al asegurado” (fl. 31 vto. Cuad. 1).

   


La juez accionada emitió providencia aclaratoria de la sentencia en el sentido que se refería a perjuicios “morales” y no “moratorios” como aparece transcrito. Además precisó que “de todos modos, surgía en la llamada en garantía la obligación de responder contractualmente por el suceso desencadenante de la responsabilidad civil atribuida al asegurado por la muerte de una persona, porque se trata de un concepto de amparo que envuelve, en otros términos dicho, los perjuicios ocasionados a los demandantes, de cualquier índole sufridos, por la muerte del señor MACARIO DE JESÚS LÓPEZ DUQUE en el accidente de tránsito de que da cuenta la fundamentación fáctica de la demanda” fl. 36 vto. Cuad 1.

   


2. En el presente asunto, estima la Corte que el fallo impugnado debe confirmarse pues el entendimiento que surge del contrato de seguro suscrito entre la compañía de Transportes Castilla S.A y la aseguradora accionante, no admite interpretación diferente a la pactada libremente entre ellas en ejercicio de la expresión autónoma de la voluntad, cuando se plasmó en la póliza dentro del acápite “2.4. EXCLUSIONES APLICABLES A TODOS LOS AMPAROS DE ESTA PÓLIZA...”(...) “2.4.6. EL SEGURO OTORGADO POR LA PRESENTE PÓLIZA, NO AMPARA EL LUCRO CESANTE NI LOS PERJUICIOS MORALES EN NINGUNA FORMA.” Fls. 91 vto. y 92 cuad. 1ª. Inst.

  


Si las partes contrataron de esa manera, bajo la égida de la buena fe, y la existencia de la póliza no fue cuestionada por la tomadora del seguro, la precitada cláusula tiene plena fuerza vinculante pues el contrato es ley, por lo que no puede ser calificada ab initio de abusiva, máxime cuando el artículo 1056 C. de Co. autoriza expresamente la delimitación contractual de los riesgos.

   


En cuanto aquí concierne, el hecho de que el juez accionado so pretexto de interpretar el contrato y partiendo de la imposición de una cláusula abusiva atribuible a la aseguradora que no se demostró, haya extendido sus efectos al punto que fue en contra de lo pactado expresamente por las partes, representa una actividad que, dadas las particularidades de este caso, vulnera el derecho al debido proceso, pues conduce a una sentencia que no consulta las consecuencias vinculantes de un acuerdo de voluntades dotado de plena eficacia.
  


Así las cosas, es procedente la protección del derecho invocado por la gestora del amparo y, por ello, se impone la confirmación de la sentencia impugnada.” 

  


Más todavía. En su trabajo de posesión como miembro de la Academia Colombiana de Jurisprudencia 
, Carlos Enrique Quijano Rueda concluyó, para el mes de julio de 2007 que:

 “Antes de la reforma que introdujo la ley 45 de 1990, puntualmente respecto al artículo 1127 del Código de Comercio, la totalidad de los perjuicios irrogados a las víctimas, tanto patrimoniales como extrapatrimoniales, eran cubiertos por el seguro de responsabilidad civil, conclusión a que llegamos teniendo en cuenta que la norma estipulaba que en virtud de este seguro el asegurador indemnizaba los perjuicios patrimoniales QUE SUFRA el asegurado.
B. El artículo 84 de la ley 45 de 1990, modificatorio del artículo 1127 ya citado, introdujo un cambio trascendental al sustituir el verbo sufrir de la anterior redacción por el de causar, quedando la norma así: “El seguro de responsabilidad civil impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley (…)”
C. Resulta incuestionable que a partir de la nueva redacción el seguro de responsabilidad civil cumple una función indemnizatoria exclusivamente de los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado, lo que se traduce en la exclusión de los extrapatrimoniales, por cuanto la sustitución de los verbos así lo determina.
Ahora bien, como lo sostiene el tratadista Juan Manuel Díaz-Granados, citado anteriormente, algunos comentaristas llegaron a pensar que el seguro de responsabilidad civil, a partir de la reforma, sólo tenía vocación de cubrir los perjuicios de naturaleza patrimonial, excluyendo la posibilidad de asegurar los perjuicios extrapatrimoniales.
Tal interpretación se ha decantado a través del tiempo y la conclusión no puede ser otra diferente que si bien es cierto de la norma en comento se deduce que el seguro de responsabilidad civil no cubre los perjuicios extrapatrimoniales, también lo es que los mismos pueden ser cubiertos a través de un anexo que se expida en aplicación a la póliza, en el que claramente se estipule la cobertura para tales perjuicios, como lo ha sostenido el Honorable Tribunal Superior de Bucaramanga, en la providencia ya citada.
D. Finalmente, a raíz del importante desarrollo que ha tenido el seguro de responsabilidad civil en nuestro medio, son ya varias las compañías que han introducido en las condiciones generales de sus pólizas la cobertura para los perjuicios extrapatrimoniales.
No obstante lo anterior, el problema subsistirá cuando el perjudicado pretenda ejercer la acción directa frente al asegurador con base en el artículo 1133 ibídem, por cuanto si no logra probar la cobertura del daño moral su pretensión indemnizatoria se verá limitada, exclusivamente, a los perjuicios patrimoniales como lo impera el artículo 1127 del Código de Comercio.”
  


De donde se sigue, entonces, que jurisprudencia y doctrina tienen una visión distinta del asunto que es la que se deduce del contenido del artículo 1127 varias veces citado. Ello conduce, necesariamente, a modificar la que hasta ahora ha dejado plasmada esta Sala y a darle la razón a la sociedad llamada en garantía, en cuanto concierne a la responsabilidad que se le atribuye por el pago al asegurado de los perjuicios extrapatrimoniales tasados por el juez de primera instancia, si bien la póliza sólo cubre los daños materiales, guardando relación con aquella norma que alude a los perjuicios de orden patrimonial.”  

    



Pues bien, dilucidado este aspecto, se tiene que la póliza otorgada por Seguros del Estado en este caso concreto, así como las condiciones generales de la misma, no contemplan en parte alguna que amparen de manera exclusiva perjuicios patrimoniales; en cambio sí excluyen estas últimas, en forma clara, los perjuicios morales y, por tanto, con la salvedad que hizo la Sala en aquella providencia acerca de que en determinados casos pueden estos tener cobertura si, por ejemplo, la protección misma se incluye en el contrato, o no se excluye y en forma global se pacta el reconocimiento de los perjuicios que se lleguen a causar a la víctima o que el asegurado deba resarcir, puede concluirse aquí que no procede dicho reconocimiento. 
   



Lo anterior sin perjuicio de que se aluda a un argumento esgrimido en primera instancia en el sentido de que la exclusión de los perjuicios morales no puede tenerse en cuenta porque no aparece en la primera hoja de las condiciones generales.   Esa afirmación es cierta en cuanto a que el numeral 2.17 de ese acápite se halla en la página 3 (f. 131), sin embargo, no puede perderse de vista que como la misma norma citada por las recurrentes exige que se redacten en forma clara y legible, es bastante difícil que por su extensión pueda hacerse mención de todas las exclusiones en la primera hoja; lo que sí está claro es que en ella se insertó, de manera concreta y visible el título correspondiente a dichas salvedades, sólo que la enumeración correspondiente no alcanzó a concluir allí mismo. 
En lo que toca con los intereses moratorios, como nada debe la aseguradora pagar, no se causan, y menos las costas reclamadas. 
Viene como corolario de lo dicho, que la sentencia se confirmará íntegramente en sus ordinales primero, segundo y cuarto –este último, en cuanto se entienda que también se niegan las pretensiones incoadas contra Seguros del Estado S.A.-; se modificará el tercero para señalar que los demandados Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio Pérez Murillo estarán obligados a pagar a la sucesión del causante Fernando Ordóñez Mejía la sumas de $10’000.000,oo a título de perjuicios morales; y el quinto se revocará. 
Las costas del proceso en primera y segunda instancia, correrán a cargo de los demandados Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio Pérez Murillo y en proporción del 30% de las que se causaron, en atención a la prosperidad parcial de las pretensiones y del recurso.  
Por su lado, los demandantes pagarán las costas de primera instancia causadas en beneficio de Seguros del Estado S.A.  En esta sede no se ocasionaron. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

RESUELVE:

1. 
CONFIRMAR los ordinales primero, segundo y cuarto -este último, en cuanto se entienda que también se niegan las pretensiones incoadas contra Seguros del Estado S.A.-, de la parte resolutiva de la sentencia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta localidad el 31 de agosto de 2007, en el proceso ordinario de responsabilidad civil contractual que instauraron Ana María Montoya Patiño y María Micaela Mejía de Ordóñez contra la sociedad Transportes San Eugenio S.A., Luis Evelio López Murillo y Seguros del Estado S.A..

2.  
MODIFICAR el tercero para señalar que los demandados Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio Pérez Murillo estarán obligados a pagar a la sucesión del causante Fernando Ordóñez Mejía la sumas de $10’000.000,oo a título de perjuicios morales, dentro de los cinco (5) días siguientes al de la ejecutoria de esta providencia. 
   



3.  
REVOCAR el ordinal quinto. 

 



Costas de primera y segunda instancia, en un 30%, a cargo de los codemandados Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio Pérez Murillo y a favor de las demandantes.  También los demandantes pagarán las costas de primera instancia a Seguros del Estado S.A.

   



Notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO





    (Con salvamento parcial de voto)
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

PROCESO: 

ORDINARIO

EXPEDIENTE:

66001-31-03-001-2005-00148-01

DEMANDANTE: 
ANA MARÍA MONTOYA PATIÑO

DEMANDADO:
TRANSPORTES SAN EUGENIO S.A. y otros

Dejo en estas líneas condensado mi respetuoso salvamento parcial de voto con la sentencia proferida en esta sede, porque no comparto la posición mayoritaria de negar el reconocimiento de la indemnización derivada del daño a la vida de relación, con lo que se dio al traste, también, con la obligación parcial de la aseguradora de cubrir ese monto junto con sus intereses y las costas. 

Para hacerlo, básteme transcribir los apartes del proyecto inicialmente presentado a consideración de la Sala que no fueron apoyados y que, por tanto, constituyen el pilar de este disentimiento. 

1. En lo atinente a la situación de la víctima, planteaba el proyecto, una vez terminada la trascripción de la sentencia de la Corte Suprema de Justicia que se cita a folios 12 y 13 del fallo, que: 

“Con esta percepción, puede decirse que en este caso, demostrado como está que el señor Ordóñez sobrevivió al accidente por lo menos tres días, durante ese corto lapso se generó para él la imposibilidad, de manera temporal como aduce la Corte,  de desenvolverse en su rol familiar y social, pues se halló con una limitación clara, que entró en estado de inconsciencia.  Es claro que una vez falleció, a partir de ese suceso no podía prolongarse el daño, si su manifestación con el mundo exterior ya no era posible y, por consiguiente, no puede convenirse con la parte recurrente en que el mismo se extiende hasta la expectativa de vida probable del occiso.  En cambio sí puede afirmarse que aunque en mínima proporción, porque fue muy corto el tiempo que sobrevivió y durante el cual se le privó de su contacto con el mundo que lo rodeaba y de desempeñar sus actividades habituales, se causó el perjuicio a la vida de relación que se depreca, lo que llevará a que en ese sentido se revoque el fallo de primer grado para tasarlo en una cuantía que, se insiste, como paliativo por el breve tiempo que duró la afectación, se fijará, acudiendo otra vez al arbitrio judicial, en la suma de …”

La Sala, en su mayoría, consideró sin embargo que no había lugar a tal reconocimiento por la inconsciencia de la víctima y por el corto tiempo que corrió entre el accidente y su muerte. Y aquí lancé estos interrogantes: ¿Quien después de un accidente o de un suceso atribuido a la responsabilidad de otro queda en estado de coma o de inconciencia absoluta, no puede reclamar los perjuicios derivados del daño a la vida de relación, sólo porque no entiende que su vida total se ha frustrado?.  Y si se trata del tiempo ¿cuál es, entonces, el que prudencialmente hay que esperar para que respecto de una persona en estado de coma se pueda decir que se ha frustrado su proyecto de vida?.  Es obvio que para la mayoría tres días son poco. ¿Entonces cuántos?; ¿una semana, tal vez un mes, o quizá uno o más años?. Estimo que tres días eran suficientes para que se causara el perjuicio, aunque en mínima proporción como venía tasado en el proyecto.  Otra cosa es que cuando la muerte se produzca de manera instantánea o pasados sólo algunos minutos o incluso pocas horas del suceso, que es lo que ocurrió en el caso que se trajo a colación como sustento de lo dicho en forma mayoritaria, tratado por el Consejo de Estado (página 13 de la sentencia). Habrá, pues, otro espacio para discutir este intrincado tema. 

2.  Como el proyecto venía reconociendo la indemnización por el daño a la vida de relación, también planteaba que, en tal caso, la aseguradora estaba llamada a pagar el monto liquidado, si estaba dentro del margen de cobertura de la póliza. 

Si se lee la página 15 del fallo, se verá que allí inicia la Sala la transcripción de lo que recientemente planteó sobre la cobertura de los perjuicios morales y en general de los extrapatrimoniales por parte de una aseguradora.  Pero antes de hacerlo, el proyecto señalaba que el juzgado tenía que haberse pronunciado sobre la responsabilidad de Seguros del Estado, derivada de la acción directa dirigida en su contra, entre otras cosas, por la distinción que se hizo entre los perjuicios morales y el daño a la vida de relación, especies de lo que genéricamente constituyen los perjuicios inmateriales o extrapatrimoniales. 

Y terminada esa cita, en la página 25, el párrafo siguiente del proyecto, que no fue acogido, pero en el que me sostengo, decía:

“Pues bien, dilucidado este aspecto, se tiene que la póliza otorgada por Seguros del Estado en este caso concreto, así como las condiciones generales de la misma, no contemplan en parte alguna que amparen de manera exclusiva perjuicios patrimoniales; en cambio sí, excluyen estas últimas, en forma clara, los perjuicios morales, que no los extrapatrimoniales en general y, por tanto, con la salvedad que hizo la Sala en aquella providencia acerca de que en determinados casos pueden estos tener cobertura si, por ejemplo, la protección misma se incluye en el contrato, o no se excluye y en forma global se pacta el reconocimiento de los perjuicios que se lleguen a causar a la víctima o que el asegurado deba resarcir, bien puede concluirse aquí que como la primera condición, relacionada con los amparos, alude expresamente a que con el seguro se “cubre, durante la vigencia de la póliza los siguientes conceptos definidos en la condición 3, derivados de la responsabilidad civil contractual en que incurra el asegurado…” entre ellos la muerte accidental, allí cabe entender que el daño a la vida de relación tasado en esta providencia no está excluido y, por consiguiente, la aseguradora tendrá que responder por su pago, ya que está por debajo del límite asegurado”.

3. Sobre los intereses y las costas, consecuencias obligadas de lo que inicialmente planteaba, decía el proyecto, y creo que así ha debido mantenerse, que: 

“En lo que toca con los intereses moratorios, estos se causarán para la compañía, sobre la suma de …. en que se fijó el daño a la vida de relación, de acuerdo con el artículo 1080 del C. Co., a la tasa igual al bancario corriente certificado por la Superintendencia Financiera, aumentado en la mitad, a partir del 13 de junio de 2005 (un mes después de la reclamación)  y hasta cuando el pago de la obligación se verifique. 

Respecto de las costas, se tiene que el artículo 1128 del estatuto mercantil prevé que el asegurador debe responder por ellas, aun en exceso de la suma asegurada, en el proceso que el damnificado o sus causahabientes inicien contra aquél o el asegurado, con algunas salvedades, allí indicadas, ninguna de las cuales corresponde a la modalidad de este asunto.” 

Dejo así expuesto mi criterio acerca de estos temas. 

Enero 30 de 2009

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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